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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra el fallo de condena proferido el pasado doce (12) de diciembre de 2006.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- El pasado veinte (20) de enero de 2005, en el sector de la plaza de mercado del vecino Municipio de La Virginia (Rda.), sección de expendio de carnes y graneros, locales 113-114, fecha y lugar donde fue mortalmente agredido con arma blanca en múltiples ocasiones el señor HÉCTOR IVÁN MÁRQUEZ GÓMEZ, persona que fue trasladada hasta el Hospital local donde los miembros del CTI de esa población llevaron a cabo la Inspección del cadáver. 

1.2.- Mediante providencia interlocutoria de Mayo veinticinco (25) de 2006, esta Sala de Decisión inadmite la terminación anticipada del proceso mediante una negociación preacordada entre Fiscalía e imputado debidamente asistido por su defensor, por considerar que hubo concesiones en exceso por parte del ente acusador. 
1.3.- La actuación retornó para la corrección del acuerdo o para continuar el rito procesal ordinario, dándose lo segundo. Por tal razón, el día veintisiete (27) de junio de 2006 se presentó formal escrito de acusación por la Fiscalía Delegada ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.), por medio del cual el Estado le formuló cargos al señor VERA TABORDA por el delito de HOMICIDIO AGRAVADO en consideración al aprovechamiento del estado de indefensión en que se encontraba la víctima. Posteriormente, en el acto de Audiencia Pública de Acusación, la señora Fiscal amplia el cargo para adicionarle otra agravante, no otra que la sevicia de que trata el numeral 6º del artículo 104 de la misma codificación penal. 
1.4.- Llevadas a cabo como fueran las audiencias preparatoria y de juicio oral, la señora Juez anunció un fallo de carácter condenatorio, por medio del cual condenó al procesado a la pena principal de treinta y cuatro (34) años de prisión, a la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual al de la pena privativa de la libertad, impuso condena por los perjuicios morales, no así por los materiales, y negó el subrogado de la condena de ejecución condicional, pero indicó que podía continuar disfrutando de la detención domiciliaria a la espera de establecerse la existencia de un pabellón especial para la internación de enfermos mentales.
Para llegar a esa conclusión, la a quo sostuvo que en lo tramitado militaba prueba contundente acerca de la materialidad de la infracción, lo mismo que de la autoría por parte del imputado. Asimismo, dio validez al dictamen pericial en siquiatría, por medio del cual se declaró que el aquí comprometido estaba en “inferioridad síquica” para el instante de la comisión del hecho, pero no en un período de crisis maníaca o depresiva que le impidiera comprender la ilicitud o autodeterminarse; en consecuencia, además de autor lo declaró penalmente responsable del delito atribuido -homicidio agravado por las dos circunstancias contenidas en el pliego acusatorio-.
1.5.- Ninguno de los sujetos procesales estuvo conforme con esa decisión, motivo por el cual todos la impugnaron (Fiscal, apoderado de las víctimas y defensor). Es la razón para que los registros hayan sido enviados a esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

2.- El Debate

Todos los interesados en esta actuación tienen la condición de recurrentes, razón por la cual, la Corporación dispuso el siguiente orden para presentar la oposición al fallo: Fiscal, apoderado de la víctima y defensor; con el cuidado debido para que luego de cada intervención como recurrente, las restantes partes pudiesen intervenir como no recurrentes. Las respectivas presentaciones se concretaron en lo siguiente:
2.1.- Fiscal (como recurrente)

- Solicita del Tribunal hacer justicia en el presente caso, habida consideración a que no obstante el horror en la ejecución de este hecho, la defensoría quiso sacar avante le inimputabilidad de su cliente con fundamento en la existencia de un trastorno afectivo bipolar que, según dice, afectó su voluntad y comprensión de los hechos. A esa conclusión no podía llegarse habida consideración a que se allegó la información científica tanto del médico tratante como de otros profesionales debidamente acreditados, quienes dejaron en claro que: (i) esta enfermedad se mide en dos estados (I y II), los cuales oscilan entre maniático y depresivo, siendo ésta última la tendencia de VERA TABORDA, pues sólo tuvo una fase maníaca. El padecimiento se caracterizada por presentar “fases intercríticas” sin alteraciones perceptibles, en las cuales existen comportamientos normales aún sin tratamiento; (ii) la enfermedad de este paciente fue diagnosticada en el 2006 y los hechos acaecieron en el 2005; (iii) era consciente del hecho y podía autodeterminarse.

- De los testimonios de esos profesionales como del rendido por la esposa del comprometido, se infiere que él estaba consciente de sus actos. El día anterior estuvo en urgencias, pero para ese momento se le vio consciente y calmado. 
- La carga de la prueba acerca de la inimputabilidad la tiene la defensa, pues es quien la alega; sin embargo, no presentó prueba fehaciente a ese respecto. Lo único que se supo es que sus medicamentos consistían en algunos calmantes y no pasó por fases de manía, pues su tendencia era la depresión. Apenas a partir del momento en que estos hechos ocurrieron se comenzó a desdibujar su comportamiento, pues antes su vida era en promedio tranquila y sólo se violentó en una ocasión. Las alteraciones las presenta únicamente cuando se le cita a un Juzgado, momento en el cual entra en shock y siente la necesidad de ir al médico pero se recupera pronto.  
- Testimonios después del hecho dan fe de su conciencia, pues reconoció a las personas, conversó con ellas, situación que corrobora su capacidad de comprensión.
- Se puede asegurar que hubo premeditación, toda vez que VERA TABORDA llegó al sitio consciente, tomó el arma subrepticiamente de una mesa, la ocultó, procedió a asestar varias puñaladas en la humanidad de VASQUEZ GÓMEZ, con sevicia; se le cae el puñal, lo recoge, se deshace de él y huye. Eso sólo lo realiza una persona que es consciente de sus actos. 
- Luego del acontecimiento se fue para donde sus familiares y no recibió los medicamentos necesarios, de lo cual se infiere que no tenía un problema grave; además, estuvo cuatro (4) meses ausente, sin tratamiento alguno, para luego presentarse en forma voluntaria.
- En conclusión, la defensa no ha logrado probar su teoría del caso, razón por la cual se debe tener presente lo señalado por la jurisprudencia en el sentido  que la inimputabilidad no se presume es necesario probarla en cada caso y para ello se aplican las reglas de la libertad probatoria, la razonabilidad y la sana crítica, en todo lo cual se concede un amplio margen de entendimiento al juzgador. En el caso particular, no existe prueba de la relación entre el daño psíquico que presenta y el delito.
- Por todo lo expuesto, no comparte la prisión domiciliaria que le concedió la Juez al sentenciado, pues ésta no se puede conceder en forma caprichosa y con desconocimiento de parámetros legales. Al efecto recuerda que la fiscalía pretendió hacer efectiva la detención preventiva, pero ante el Juzgado de Control la defensa presentó una certificación médica que indicaba la posibilidad de una enfermedad mental por parte del procesado, sin que estuviera probada la necesidad de permanecer en lugar de residencia o en Hospital, no obstante lo cual se le concedió la domiciliaria. Ese documento hubo de ser controvertido en juicio pues el médico tratante que lo suscribió aclaró que no se trataba de una valoración médica específica sino de una simple “recomendación” expedida a petición de los familiares y sin que pudiera tener los alcances que finalmente se le dieron dentro de esta actuación judicial, toda vez que no realizó un examen personal del paciente ni verificó su historia clínica. Así las cosas, lo que aquí se dio fue una sobrevaloración de ese documento, pretendiéndose hacer ver que se trataba de la existencia de una enfermedad mental que requiere hospitalización para el tratamiento. 
- Insiste en las denominadas “fases intercríticas” acerca de las cuales hubo buena ilustración de los médicos que acudieron al juicio, pues de allí se extrae que esta persona puede llevar una vida completamente normal, con la medicación adecuada. En esos términos, la decisión tal y como fue concebida por la señora Juez, no procede. Todo da a entender que la falladora tiene una concepción errada de las cosas, una idea contraria a la realidad, pues se duele del actual estado del procesado, pero ello no tiene un sustento probatorio válido. Es verdad que sufre de un trastorno afectivo bipolar grave, pero de allí no se extrae que tenga que estar necesariamente en un internamiento permanente para recibir el tratamiento apropiado. Así las cosas, solicita que la pena se cumpla en forma intramural sin lugar a ningún beneficio.
2.1.1.- Apoderado de las víctimas y Defensor (como no recurrentes)
No hicieron uso de la palabra con respecto a lo solicitado por la señora Fiscal.

2.2.- Apoderado de las víctimas (como recurrente)

Su inconformidad radica básicamente en dos componentes: i) prisión domiciliaria y ii) dosificación punitiva. 
En cuanto a lo primero -domiciliaria-, encuentra un yerro protuberante en la decisión de primer grado, porque lo que tiene el señor VERA no es un trastorno afectivo bipolar I sino II, y es de carácter depresivo, no maniático. El sólo tiene crisis cuando se va a enfrentar a la Justicia, más concretamente, cuando se enteró que por medio de una tutela las víctimas lograron enderezar este proceso para que respondiera por lo cometido. 
También recordó que ante el Juzgado de Garantías se le concedió la detención domiciliaria con fundamento en una simple “recomendación”, pero ya en juicio el mismo médico advirtió que “fue engañado” y mediante ese engaño al implicado se le mantuvo en la casa.

No se puede negar que esta enfermedad es considerada como grave, pero se olvida que el médico explicó que es necesario el tratamiento psiquiátrico y que por los cuadros disfuncionales que presenta perturban la tranquilidad del hogar; luego entonces, no puede estar en la casa. Por demás, él siempre ha estado en fases intercríticas, es decir, de normalidad, salvo cuando es citado al Juzgado.

Su solicitud consiste por tanto en que pague la pena en centro carcelario y cuando presente las fases críticas sea llevado al centro de atención correspondiente.

En cuanto a lo segundo -punición-, recuerda que el cargo se hizo por un delito de Homicidio Agravado con fundamento en dos circunstancias específicas: indefensión y sevicia; no obstante ello, la señora Juez fue muy benévola, pues partió de la pena mínima sin consideración a que eran dos las agravantes que concurrían en el hecho. A su juicio, la pena debe ser incrementada en atención a la clase de conducta cometida.
2.2.1.- Fiscal (como no recurrente)
No hace uso de la palabra en relación con lo manifestado por el señor apoderado de las víctimas.

2.2.2.- Defensor (como no recurrente)

En relación con la domiciliaria, indica que se ha entendido en este caso que estar en su residencia es una prisión domiciliaria en los términos del Código, pero esa permanencia en la residencia tiene su razón de ser en su estado mental y esto lo maneja el Código Penal para esos eventos.
Con respecto a la punibilidad, guarda silencio.

2.3.- Defensor (como recurrente)

- Reconoce que el hecho cometido por su cliente es realmente grave; pero, precisamente por eso y por ser quien es, se debe concluir que obró con “vértigo de locura” que le impidió controlar su voluntad. Entró en un paroxismo de golpes sucesivos que no eran propios de una persona como él, honesta, trabajadora, no proclive al delito y respetuosa de sus deberes sociales.
- La forma en que obró y el número de agresiones, es propio de una persona calculadora, pero ese no es VERA TABORDA, por el contrario, se trata de alguien que para ese instante tenía comprometida su voluntad, era esclavo. 

- Según lo puede apreciar, su cliente sí tuvo conciencia de la ilicitud, pero no tenía libertad, no fue capaz de controlarse. Estaba poseído de una enfermedad mental grave de origen genético, antes conocida como “sicosis maníaco depresiva”, la cual incide en las funciones mentales superiores e impide la autodeterminación según determinada comprensión. Se trata de alteraciones del afecto y de la sensopercepción. Y esa situación predeterminada entró en crisis cuando se le informó que su hija estaba en embarazo; instante en el cual un médico tuvo que verlo y le diagnosticó “neurosis”. No durmió esa noche. 
- En ese primer dictamen, un día antes del hecho, fue llevado al Hospital “por desmayo”, y se le recetó un medicamento para ser aplicado en forma intramuscular en consideración a que se trataba de “angustia”; procedimiento que después se supo había sido irregular porque por vía intramuscular no se absorbe (debía haber sido suministrado de manera oral o intravenosa) y que por tal motivo en vez de mejorarlo lo complicó. Con ese proceder errático se pretendía dormir al paciente, pero eso no se logró, por el contrario, no durmió la noche anterior, ingirió licor antes de los hechos y a consecuencia de todo ello sobreviene el homicidio. 
- Lo que corresponde concluir es que el perito médico que dictaminó en el juicio no hizo una apropiada valoración, pues omitió que para el caso en estudio no se cumplieron todos esos requisitos que se exigen para que una persona con este tipo de complicaciones no presente crisis: que duerma, que no fume, que no ingiera licor; y así lo dice porque VERA TABORDA no durmió, se la pasó fumando e ingiriendo licor; además, olvidó el galeno que debe existir “adherencia al tratamiento”, lo cual no ha ocurrido en este caso. De igual modo, se desconoció lo dicho por la esposa, en cuanto a que se trata de una persona que ha presentado reacciones violentas, muy específicamente en el instante en que se enteró que su hija estaba en embarazo, puesto que empezó a expresar frases incoherentes, difusas, tales como: “el gato de mi casa mató al perro”. Ese dictamen es en consecuencia confuso, pero de todas formas “estaba en inferioridad síquica”.
- Se trata de una persona vulnerable que padeció un “trastorno ocasional”, un “arrebato de locura”, un “raptus repentino”, producto de una enfermedad psiquiátrica con base patológica, y a ese respecto se debe tener bien presente lo narrado por el testigo CARLOS ARTURO VILLA, cuando nos dice que su cliente no llevaba consigo armas, el cuchillo lo cogió de un puesto ambulante y de allí agredió a la víctima en forma desproporcionada. Una persona en sus cinco sentidos no hace eso. 
- Muy a pesar de todo eso, la señora Juez desechó la inimputabilidad que porque huyó, cuando se sabe que es suficiente con la ausencia de voluntad en el acto, así se pueda decir que comprendía lo que sucedía a su alrededor. La locura no es simplemente pérdida de la razón, pues como lo tiene dicho la doctrina, aún con conciencia es posible actuar sin voluntad, dado que existen momentos en que se comprende la ilicitud pero la voluntad no responde para evitar el resultado. La locura no es un delito, lo que ocurrió fue sencillamente una tragedia.
- Su pretensión se concreta en que a su protegido se le suspenda condicionalmente la pena porque puede adaptarse al medio social y porque su patología puede ser tratada ambulatoriamente.
2.2.1.- Fiscal (como no recurrente)
Le aclara al defensor que no es cierto o no se demostró, que la enfermedad de la que se está hablando tenga un origen genético. 
No es cierto que entre víctima y victimario existiera una buena relación, pues se supo que de tiempo atrás tenían problemas por plata; incluso, la misma esposa del acusado ilustra acerca las diferencias entre ellos. Se trata de personas de “una extracción social determinada” y ese medio cultural corresponde analizarlo para el caso concreto. La teoría del caso de la defensa consistió en la inimputabilidad y no la refutación del móvil del crimen, pero ya que toca este punto, hay que admitir que entre ellos sí existían problemas, eso es inobjetable.

Recuerda que el “informe base” que quiso introducir la defensa a través del médico tratante, debe ser mirado con cuidado, toda vez que este profesional afirmó en juicio que el estado del paciente esa noche no era grave dado que entró por sus propios medios y sin dificultad alguna. Incluso, se cuenta con el testimonio de una persona -mecánico- que lo vio momentos antes del hecho y pudo constatar que lo reconocía perfectamente y hablaba en forma coherente, incluso lo invitó a una cerveza; es decir, un comportamiento totalmente normal.
Es probable que sufra esa enfermedad, pero era consciente y tenía voluntad dirigida específicamente a la realización de la conducta. La huida en verdad por sí sola no indica nada, pero acompañada de los restantes datos que ofrece la actuación si es bien significativa; con mayor razón cuando el testigo VILLA nos cuenta en detalle todos los pormenores de la actuación en la escena.
2.2.2.- Apoderado de las víctimas (como no recurrente)

El señor defensor hace énfasis en el primer reporte médico, pero hay que tener en consideración que se trata de una apreciación que hizo un médico general de una “neurosis”, concepto sicoanalítico que nada tiene que ver con este estudio psiquiátrico practicado a VERA TABORDA.
La locura en los términos que plantea el defensor es importante, pero ese “raptus repentino” no está probado; además, lo que jurisprudencialmente se ha exigido no es tanto la demostración del origen o causa del padecimiento, sino su coetaneidad con el hecho -nexo causal-. Aquí podemos aceptar la enfermedad preexistente, pero no su nexo frente al homicidio. 
Habló el defensor acerca de omisiones por parte de los psiquiatras en su dictamen rendido en juicio, pero eso debió haberlo dicho en el momento procesal oportuno, cuando era pertinente y no lo hizo; con lo cual, no queda bien hacer ese tipo de referencias ahora en el recurso. 

3.- La Decisión

Está claro y no hay discusión alguna, que en las circunstancias de tiempo, modo y lugar ya referidas, el señor VERA TABORDA hirió de muerte a HÉCTOR IVÁN VÁSQUEZ con arma cortopunzante. Lo que es materia de discusión, tiene su razón de ser en si esa actividad la llevó a cabo de manera consciente y voluntaria, o si por el contrario, se le debe reconocer un estado de inimputabilidad en los términos en que lo ha pedido la defensa. Empero, adicional a esa apreciación, encuentra el Tribunal necesario hacer referencia a otras circunstancias que confluyen en el debate así no hayan sido objeto del recurso; nos referimos a si en verdad concurren las agravaciones específicas a las cuales hizo alusión el pliego acusatorio (sevicia y aprovechamiento de las condiciones de indefensión o inferioridad de la víctima), lo mismo que al potencial reconocimiento de un estado de ira e intenso dolor por parte del señor EDWIN VERA. Esto último, habida consideración a que la diminuente de la ira debe ser reconocida cuando se dan los requisitos legales para ello, aún sin ser alegada por la parte interesada, esto, en consideración a que se trata de un instituto que debe ser analizado de oficio. 

En el caso que nos convoca, la defensa ha enfocado su petición única y exclusivamente en la inimputabilidad de su cliente, soslayando como era de esperarse algún debate en torno a la no existencia de las agravaciones o subsidiariamente al reconocimiento de la ira; en tanto, la Fiscalía y el apoderado de la víctima, por su parte, hacen causa común hacia la declaratoria de responsabilidad penal por un delito de Homicidio Agravado sin reconocimiento de atenuante alguna. Al dirimir la confrontación, la señora Juez optó por negar la inimputabilidad y declararlo culpable por todos los cargos endilgados, incluidas las agravaciones específicas, sin hacer referencia a la posibilidad de un estado de ira e intenso dolor.
En este momento, el Tribunal observa que no puede dejar de lado ninguno de esos tópicos, porque entiende: i) que el señor defensor limita su pretensión a la inimputabilidad, sin hacer mención a la atenuante, pues incurriría en argumentación contradictoria, y ii) que si nos limitamos sólo al tema de la inimputabilidad y en caso de ser negada esa pretensión, no se aborda lo concerniente con la posibilidad de la atenuante, como fue lo realizado por la a quo, esa omisión argumentativa se convertiría en un defecto del fallo que puede atacarse en casación. Por todo eso, la Sala abordará primero el tema de la inimputabilidad, para luego enfocar su estudio, de ser necesario y de manera conjunta, en lo relativo con la diminuente y las especiales circunstancias de agravación.
El análisis de esos fenómenos jurídicos no los podemos hacer en forma separada, toda vez que, como veremos a continuación, todos tienen unas características propias que los hacen incompatibles entre sí. Bastaría decir que cierto tipo de alteraciones afectivas no admiten tratamiento en sede de inimputabilidad; de igual modo, que algunas agravantes específicas no pueden concurrir con el reconocimiento de la ira o viceversa. Un vistazo a la droctina y a la jurisprudencia nos despeja esa visión:

Se tiene, por ejemplo, que desde hace bastante tiempo, la jurisprudencia enseña: “la sevicia implica frialdad de ánimo, ensañamiento en el sufrimiento de la víctima y deseo de hacer daño por el daño mismo. Ahora bien: si estos elementos son consustanciales de la sevicia, constituiría un contrasentido lógico y jurídico suponerla coexistente con un estado de ira e intenso dolor. Son fenómenos inconciliables, excluyentes” (casación febrero 21 de 1964 M.P. Julio Roncallo Acosta, ratificada en casación del 03-12-2001, Rad. 10.299, M.P. Nilson Pinilla Pinilla). En similar sentido, la alta Corporación también ha sido enfática en sostener que: “la comisión del homicidio o las lesiones a traición, y en forma segura para el autor, de tal manera que la víctima esté en condiciones de indefensión o inferioridad, excluye de suyo la diminuente del art. 60 del Código Penal (Dcto.100/80), que supone una súbita e incontrolada reacción del ofendido que le impide discernir sobre los actos que ejecuta y tener clara conciencia de esa indefensión o inferioridad de la víctima” (casación de marzo 24 de 1993, Rad. 6.835, M.P. Jorge Carreño Luengas, ratificada en casación del 03-12-2001, Rad. 10.299, M.P. Nilson Pinilla Pinilla).
Y ha dejado en claro, simultáneamente, que “al ser descartada la causal de agravación de la sevicia, no necesariamente se sigue el obligado reconocimiento de un estado de ira o intenso dolor, pues es necesaria de todas formas la demostración de los plurales requisitos de ley para obrar en tal sentido” (casación del 19/11/2001, Rad. 11.639, M.P. Alvaro Orlando Pérez Pinzón). 

Si traemos esos enunciados al caso presente, debemos comprender que quien obra con ira no puede entendérsele incurso en un estado de inimputabilidad puesto que son fenómenos que se excluyen; de igual modo, si se reconoce un estado de ira, no se puede predicar a su vez la agravante del homicidio por sevicia, ni tampoco la  agravante por aprovechamiento de la circunstancia de indefensión o inferioridad. O es lo uno es o es lo otro, pero no las dos cosas al mismo tiempo.
¿Qué es lo que en verdad corresponde aplicar en el caso concreto?, es la labor que debemos emprender en este momento.
El orden en que creemos deben ser abordados esos temas, como ya se dijo, será: la inimputabilidad, la ira y las agravantes específicas. 

LA INIMPUTABILIDAD

Eje central del juicio. Punto principal de la defensa. Requisito sine qua non  para definir la culpabilidad.
La Fiscalía y el señor apoderado de las víctimas, aseguran que la inimputabilidad no ha sido demostrada y que por lo tanto no es posible darle validez dentro de esta actuación; consecuentemente con ello, deprecan de este Tribunal la revocación de la prisión domiciliaria concedida y en su lugar que se ordene el cumplimiento efectivo e intramural de la sanción privativa de la libertad. 
El señor defensor, en contrario, nos asegura que si en verdad existe esa enfermedad grave en su cliente, si el día anterior entró en crisis con la noticia del embarazo de su hija, si recibió un mal tratamiento en el Hospital, si fumó, si pasó muy mala noche, si tomó, si asumió un comportamiento tan impulsivo y perverso en el acto no obstante ser una persona honesta y trabajadora, entonces la única conclusión posible es que se le debe tener como inimputable para ese momento, sin dar lugar al dictamen psiquiátrico por “inconducente”.
Para saber de parte de quién está la razón, observamos que al juicio se hicieron comparecer varios testigos técnicos, unos más otros menos especializados en siquiatría, pero todos impregnados del conocimiento médico necesario para intentar dilucidar el estado mental del sujeto activo de la acción que ahora se juzga. En su orden, se escucharon las intervenciones de los profesionales JULIO CÉSAR GUTIÉRREZ (atendió al paciente Edwin Vera mucho tiempo después de la ocurrencia de estos hechos y le diagnosticó un trastorno afectivo bipolar), RAFAEL PATROCINIO ALARCÓN VELANDIA (expidió una “recomendación médica” a la familia del señor Vera con fundamento en un supuesto estado patológico por ellos referido, que fue utilizada por la defensa para que el Juzgado de Garantías lo favoreciera al momento de imponer la medida de aseguramiento), JUAN CARLOS AGUIRRE (médico general de urgencias quien atendió al señor EDWIN un día antes del crimen, con ocasión de un colapso nervioso). Adicional a esos testimonios técnicos que sirvieron de referente ilustrativo, fue escuchado en dos oportunidades el psiquiatra forense Dr. JAIRO FRANCO LONDOÑO; en un primer momento, hizo una exposición genérica con respecto al cuadro patológico que según se afirma presenta el acusado VERA, sin lugar a definir algo en concreto acerca de su capacidad de comprensión y autodeterminación para el momento de la comisión del hecho, por insuficiencia en la información; pero, posteriormente, al permitírsele el acceso a todo el acopio probatorio  controvertido en juicio, hizo las reflexiones conclusivas en orden a que la señora Juez quedara lo suficientemente ilustrada al momento de determinar en su sentencia la relación causal entre ese estado mental y la ejecución del hecho, fundamento básico para arribar a la concepción jurídica de la imputabilidad. 

Una confrontación de cada una de las exposiciones de los facultativos, antes que indicar discordancia o falencias, lo que nos enseña es una total armonía en puntos esenciales. De todo lo analizado se advierte que el caso del señor VERA es bien complejo habida consideración a que en él confluyen estados patológicos tanto antecedentes como posteriores al hecho que se le imputa, situación que se agrava cuando al decir de los expertos sólo podríamos llegar a tener un grado total de certeza si se tuviera la oportunidad de que un especialista en psiquiatría lo hubiese observado en el preciso instante de cometer el crimen e hiciera una valoración exhaustiva en sus rasgos clínicos, es decir, un diagnóstico en el acto y no a posteriori, situación que por supuesto escapa a toda posibilidad al menos en nuestro caso específico.

A ese punto cabe recordar, que lo que el médico forense explicó en torno al grado de certeza razonable con que emite su dictamen, es totalmente válido también para lo estrictamente jurídico y que tiene cabida en un proceso judicial. El nos dice que su conclusión contiene un grado de certeza razonable, por estar basada en lo probable y no en lo meramente posible, sin que pueda llegarse por esta vía a la verdad absoluta. Y ello tiene que ser así, habida consideración a que el conocimiento humano tiene su fuente de aprendizaje en los factores externos del mundo fenomenológico, de los cuales corresponde inferir con un mayor o menor grado de confiabilidad la verdad de lo sucedido.

No consideramos desfasado por tanto, el siguiente aparte doctrinal acerca de la verdad que busca el proceso penal:

En los Estados de Derecho contemporáneos, para administrar justicia sigue siendo necesario acceder a una verdad acerca de lo ocurrido. Pero se abandona la idea de llegar a verdades absolutas, y se opta por una aproximación confiable o razonable al conocimiento de esa verdad; esta es una noción normativa de verdad y un aspecto fundamental de la lógica del método judicial moderno, pues se parte del supuesto de que una vez agotado el trámite de manera adecuada, la conclusión a la que llegue el juez debe revestirse políticamente con las presunciones de veracidad y legalidad. Esto implica muchas cosas relevantes. En primer lugar, que al Juez no le es exigible que agote la totalidad de las pruebas susceptibles de practicarse para que se forme un juicio acerca de la realidad de lo ocurrido; el primer fin del proceso no es llegar a la verdad, sino aproximarse tanto como sea razonablemente posible, lo que se traduce en hacer el mejor esfuerzo por establecer lo realmente ocurrido.

Y a no dudarlo, la señora Juez y ahora este Tribunal, hemos tenido acceso a un importante aporte probatorio, si no el ideal o perfecto, por lo menos suficiente para llevar a la mente la confianza que el juicio de razonabilidad efectuado sí es el más acertado. Por ello, esta Corporación destacará a continuación los puntos esenciales de coincidencia que encuentra entre los testigos técnicos y el perito forense en siquiatría, y no se apartará de ellos porque además de compartirlos no halla otras bases probatorias para desvirtuarlas, desmentirlas, ni aminorarlas en su capacidad de convicción. Son ellos: 

1.- La enfermedad que se analiza -trastorno afectivo bipolar, antiguamente conocido como sicosis maníaco depresiva-, en sus diversas tipologías I, II o incluso III, presenta períodos críticos e intercríticos o de eutimia
. Los críticos son de corta duración y su desenlace depende de la unión de circunstancias genéticas y socio ambientales; en tanto, los intercríticos son más permanentes y pueden durar incluso años sin presentar signos o síntomas de la enfermedad latente.
2.- La alteración puede catalogarse como severa, moderada o grave, dependiendo de la condición física del paciente y de su cuadro patológico, para cuya determinación se haría indispensable un estudio científico más específico.

3.- Cuando la persona está en estado crítico, es fácilmente reconocible por cuanto se torna prácticamente intolerable en cualquier ambiente familiar o social, razón por la cual requiere intervención médica de urgencia en consideración a que puede poner en riesgo su propia vida. El desencadenante o detonante puede tener su origen en un trauma o en alguna alteración orgánica importante.

4.- Padecer un trastorno afectivo bipolar, puede influir o ser contribuyente, pero no es determinante al momento de la comisión de un ilícito, al menos cuando no está en fase crítica, y 

5.- Dentro de esos períodos críticos en sus etapas maníacas o depresivas, caracterizadas por delirios o alucinaciones, que son la excepción y no la regla, puede verse afectada en algún grado la posibilidad de autocontrol. En el resto de segmentos, esto es, en los intercríticos o de normalidad, la persona es totalmente funcional y puede aprender a controlar sus impulsos y depresiones. Empero, una pérdida de conciencia neurológica o moral, sólo se presenta en los estadios más extremos de las crisis, conocidos como sicóticos o de locura, pues en ellos la persona pierde la noción de lo que ocurre a su alrededor.

Con esa apretada síntesis de lo que la Sala logra extraer de esas autorizadas intervenciones, ahora sí abordemos lo que se refiere al caso particular del señor VERA TABORDA y muy particularmente lo atinente con su acción homicida:

1.- No se puede negar o descartar, que sí ha presentado signos y síntomas compatibles con algún grado de trastorno afectivo bipolar, con énfasis en la fase depresiva al decir de lo observado en él para el día anterior a los acontecimientos, cuando fue llevado a urgencias por un desmayo o colapso nervioso que tuvo por causa la noticia que recibió del embarazo de su hija. Este problema neurológico, aunque no bien documentado, puede decirse que tuvo su origen en un trauma craneoencefálico ocurrido por la década de los ochenta y posiblemente ligado a un potencial genético con esa predisposición (algunos familiares padecen igual enfermedad, en especial un hermano).   

2.- Lo ordenado por el médico general que lo atendió ese día anterior en urgencias de la población de La Virginia, aunque puede considerarse que era lo indicado, es decir, intentar sedar al paciente, no cumplió su objetivo porque el medicamento suministrado se le hizo vía intramuscular cuando lo aconsejado para estos casos es la vía oral. En esas condiciones, no pudo conciliar el sueño esa noche, se la pasó fumando en exceso y al día siguiente ingirió licor.

3.- Quedó determinado, que su problema latente se agudizó con posterioridad a la comisión del homicidio, lo cual se evidencia con el hecho de que sólo a mediados del 2006 le fue diagnosticado como tal y se le comenzó un tratamiento médico adecuado. 

4.- No se remite a duda por tanto, que es probable que en el instante en que este hecho de sangre sucede, VERA TABORDA en verdad presentara una condición de “inferioridad síquica” como lo ha concluido el siquiatra forense, pero no que estuviese en crisis de manía o depresión, que es diferente. Lo que corresponde determinar a efectos de establecer su inimputabilidad, es si ese estado era suficiente para impedir la capacidad de comprensión y subsiguiente autodeterminación, con una relación causal directa frente al resultado muerte.

Y para llegar a esta última esfera de definición, el Tribunal debe necesariamente auscultar, a falta de la presencia de un siquiatra que pudiera valorar al acusado en el preciso instante de cometer la infracción, como sería lo ideal a juicio de los expertos, a otros elementos alternativos o supletorios, precisamente aquellos apreciables por los sentidos al hacer parte del mundo exterior y que se derivan del comportamiento que pudieron apreciar terceras personas, antes, durante y después del insuceso. Pero además y muy significativamente, de todo aquello que pudiera ser causa de su obrar.

Eso se extrae, para el caso que nos convoca, de los testimonios de: CARLOS ARTURO VILLA (carnicero en el pueblo y conocido de víctima y victimario), RUBIELA DE JESUS RAMÍREZ (compañera permanente del occiso), LUZ ADRIANA ZAPATA DIAZ (esposa del acusado), y FERNANDO CORREA HURTADO (mecánico, también amigo de agresor y agredido). Todos ellos, en armonía con lo obtenido en sus pesquisas por los investigadores del CTI encargados de dilucidar lo realmente acaecido. De allí extrae el Tribunal:

1.- Tan pronto ocurrió el homicidio, los rumores no se hicieron esperar y se llegó a decir que la posible causa de la agresión fue: i) que el obitado pretendía a la mujer del hoy acusado (situación que no se probó ni siquiera en forma indiciaria); ii) que el interfecto había sido el causante del embarazo de la hija de VERA TABORDA (lo cual está totalmente descartado, por cuanto quedó esclarecido, con el propio dicho de la esposa de este y madre de la joven, que el padre de la criatura es el novio y no el finado); iii) que los problemas entre ellos eran por plata, dado que ya habían tenido discusiones en relación con unos cerdos o la entrega de una carne. De todas esas opciones, la última es la que tiene mayor respaldo probatorio, habida consideración a que se encuentra corroborada tanto por la compañera del uno como por la esposa del otro, esto es, las dos personas que debían estar más enteradas de los pormenores de esa confrontación.

Y es que en verdad la situación ya había pasado a mayores, pues se tiene noticia que días atrás los dos se habían enfrentado a machete, tanto así, que HÉCTOR IVÁN VÁSQUEZ ya tenía programado su desplazamiento a otra región para evitar más problemas con VERA TABORDA. Incluso, llega a asegurar la compañera del hoy occiso, que el ahora incriminado ya lo había amenazado de muerte. 

Conclusión: está debidamente probado y es evidente, que entre ambos personajes ya existía una grave enemistad y estaban predispuestos a la confrontación en cualquier instante.

2.- El día de los hechos, VERA TABORDA llegó a la plaza de mercado, dialogó con varios amigos, ingirió licor con ellos, se le notó ansioso pues entraba y salía del establecimiento donde se encontraba. Posteriormente, se dirigió hacia los puestos de la plaza, cogió uno de los cuchillos que allí permanecen, lo ocultó en su antebrazo derecho, fue hasta otro puesto y cortó un pedazo de pino, repitió algunas extrañas palabras como “el perro de mi casa mató al gato” y marchó en dirección a un granero donde se encontraba sentado el hoy finado VÁSQUEZ GÓMEZ dándole la espalda. Lo cogió de la camisa a la altura del pecho y en esa posición empezó a propinarle puñaladas para luego sacarlo de allí a la vía pública en donde continuó hiriéndolo hasta obtener su deceso. En total, fueron alrededor de catorce heridas las ocasionadas en el cuerpo de la víctima, en la parte superior del hombro izquierdo, tórax, hipocondrio y deltoidea, sin poderse determinar su orden y mucho menos cuál la causante del fallecimiento, pues en conjunto lograron un sangrado de grandes proporciones que determinó la muerte.

A continuación, VERA TABORDA arroja al piso el puñal, luego retorna por él, se monta en una bicicleta y huye de la ciudad con rumbo desconocido, para aparecer a los varios meses con la asistencia de un apoderado.

Lógico es preguntarnos: ¿con una secuencia así es posible decir que EDWIN VERA no era consciente de lo que hacía, no tenía comprensión y/o autodeterminación?. La respuesta al interrogante que posee el Tribunal es la misma a la que llegó la señora Juez en su sano entendimiento y es la misma que formuló el perito forense y en esencia corroboran los testigos técnicos en psiquiatría: el homicida tenía que ser sabedor de lo que hacía y no existen razones para pensar que tenía afectada a tal punto su cognición o volición que no pudiera controlar sus impulsos.

Y debe ser así, porque si aceptamos, como creemos que no puede ser de otra manera, que en realidad estaba en una “inferioridad síquica” y no en una crisis maníaca o depresiva, o sicótico, es comprensible que pudiera efectuar tantos actos continuos que lo único que dejan aflorar es que sabía lo que hacía. Es que, reconocer a los amigos, hablar con ellos, coger el cuchillo, ocultarlo, dirigirse precisamente hacia el lugar en donde se encuentra su enemigo, ser capaz de arrastrarlo al exterior del depósito, superarlo en fuerza, acribillarlo, arrojar el cuchillo, tomarlo de nuevo, montarse en la bicicleta y huir hasta perderse, son actos únicamente compatibles con la consciencia y la autodeterminación. 

Por todo ello, a VERA TABORDA se le declarará imputable al no haber actuado bajo el citado raptus repentino capaz de aniquilar la conciencia por alguna de las dos vías a las cuales se refiere el dispositivo penal (cognición o voluntariedad), y será sujeto pasible de una pena privativa de la libertad.

IRA

La hipótesis de un actuar guiado por la ira, podría mostrarse como aparentemente válida, habida consideración a que: i)- estaba alterado emocionalmente desde el día anterior; ii)- tenía conflictos personales con su oponente; y iii)- estaba en un estado de “inferioridad síquica” como lo indicó el perito forense.

No obstante, el Tribunal no puede concluir admitiendo esta especial figura reductora de responsabilidad, por cuanto entiende que no basta el estado emotivo para su reconocimiento, a él deben concurrir otras exigencias normativas, no otras que la gravedad de la ofensa, su injusticia, la relación causal entre el agravio y la reacción y la proporcionalidad entre ésta y la provocación.

Lamentablemente para VERA TABORDA, nada de lo que potencialmente pudiera favorecerlo se probó. Todas las potenciales causas que de alguna forma hubiesen podido legitimar su reacción, quedaron en la total indemostración: el agredido no era el padre responsable de la criatura que esperaba su hija y así lo debía saber; no hay conocimiento atendible respecto a que su esposa fuese la amante de la víctima. Ahora, lo único establecido, esto es, que el problema entre ellos era por plata, antes que beneficiarlo lo perjudica, porque esto significa que ya era una confrontación anunciada, preconcebida, planeada, en fin, previas unas amenazas de muerte, lo único que se esperaba era el luctuoso desencadenamiento de este asunto. 

En esos términos, no habrá lugar al reconocimiento de un estado de ira.

AGRAVANTES

Comprobado como se tiene que VERA TABORDA sí realizó el hecho, que era persona imputable para el momento de su comisión, que el caso no cubre las exigencias para un estado de ira, lo que sigue es definir si las causales de agravación específicas del homicidio, contenidas en los numerales 6 y 7 del artículo 104 del estatuto punitivo, deducidas en el pliego acusatorio y admitidas finalmente en la sentencia de primer grado por haberse cometido con “sevicia” y “aprovechamiento de una condición de indefensión o inferioridad”, son en realidad predicables del caso que se juzga.

Dirá el Tribunal desde ya, que esas agravantes no pueden concurrir en el hecho investigado y diremos porqué:

Como ya lo dijimos, la sevicia tiene su razón de ser en el pensamiento que anima al autor, de generar en su víctima un excesivo sufrimiento. Es el deseo de ocasionarle una mayor aflicción síquica o física pero innecesaria, superior a lo requerido para lograr el objetivo propio del tipo penal en comento. Y si ello es así, no vemos por parte alguna que por el simple hecho del número plural de puñaladas se pueda extraer esa intención. Si ese factor objetivo fuera el determinante, el mismo legislador habría establecido el número de lesiones que darían lugar a la figura.

Simple y llanamente, VERA TABORDA abordó intempestivamente a su enemigo y le hizo los lances que consideró suficientes para exterminarlo. Eso y nada más, constituye la esencia del delito de Homicidio, sin lugar a mayores incrementos. 

Tampoco creemos que haya lugar a plantear aquí la agravante del aprovechamiento de una indefensión. VÁSQUEZ GÓMEZ no estaba dormido, hipnotizado, o bajo el influjo de alguna sustancia que le impidiera defenderse. De lo único que se tiene noticia es que para el instante en que el ataque se produce, estaba sentado y dando la espalda a su agresor; empero, téngase en cuenta que lo tomó por el frente, de la camisa y a la altura del pecho, para en tal posición darle las puñaladas. De igual modo, que científicamente no hubo lugar a demostrar, porque así lo manifestó el médico legista en el juicio, en qué momento se le hicieron las puñaladas de mayor gravedad, ni cuál de ella tenía la connotación de mortal. Así las cosas, mientras el agredido estuviera en movimiento y tuviera la capacidad de defenderse, no hay lugar a pregonar la susodicha agravación.

La conclusión es por tanto, que fue uno el atacante y uno el atacado, que el arma utilizada era la mínima de la cual podía hacerse uso para obtener el fatal resultado y, por demás, era apenas de esperarse que se utilizara en varias ocasiones pues sólo de esa manera se tenía la seguridad de alcanzar el criminal objetivo. 
Conclusión final: EDWIN VERA responderá como autor material de un Homicidio Simple Voluntario. Siendo así, resta concretar las consecuencias del injusto: punición, interés resarcitorio, subrogados y sustitutos.

PUNIBILIDAD

La única parte que se opuso a la pena de prisión impuesta en la primera instancia, lo fue el señor apoderado de las víctimas, quien solicitó un monto superior por cuanto eran dos las circunstancias específicas de agravación. En abstracto, podría tener razón el litigante, sin embargo, no hay lugar a su prosperidad en el caso concreto habida consideración a que ambas agravantes han sido desestimadas por este Tribunal.

Así las cosas y no existiendo motivo válido para variar la ponderación efectuada en la primera instancia, se harán iguales variaciones para el incremento. Como se sabe, la Juez de instancia fijó la pena dentro del cuarto mínimo punitivo establecido para el Homicidio Agravado, incrementada por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004 (tercera parte respecto al mínimo), sin fijar la pena menor equivalente a 400 meses de prisión, sino que impuso una un poco superior: 408 meses. Así las cosas, hay que concluir que este mayor incremento por sobre la pena mínima equivale a un 2%, proporción que nos debe servir para hacer la tasación en segunda instancia como lo tiene definido la jurisprudencia
 y que resulta de una regla de tres:

400.………………………………….. 100%

8.……………………………………….   X          De donde: X =    8  X 100%  =  800/400  = 2 %

 
                                                                              400

Como el Homicidio simple voluntario se encuentra sancionado en la actual codificación (artículo 103) con una pena mínima de trece (13) años, misma que se incrementa por las voces del artículo 14 Ley 890/04 en una tercera parte (1/3), ello arroja un guarismo inferior de 208 meses de prisión, los que, incrementados en un 2%, nos da un total definitivo a purgar de 212 meses cuatro (4) días, esto es, diecisiete (17) años, ocho (8) meses, cuatro (4) días de prisión.

Como la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas, se había fijado en veinte (20) años, la misma quedará reducida al mismo monto de la pena principal ya señalada.

PERJUICIOS

Pese a la realización del incidente respectivo, la fijación de los morales pero la negación de los materiales por ausencia de prueba, las partes interesadas no recurrieron este aspecto del fallo; por lo tanto, su estimación debe permanecer inalterada.

SUBROGADOS y SUSTITUTOS

Por expresa prohibición legal, no hay lugar al subrogado ni a sustituto alguno, dado que la sanción supera los tres (3) años de prisión al cual se refiere el artículo 63 Código Penal; la sanción mínima establecida para el tipo penal supera los cinco (5) años estipulados por el artículo 38 de la misma codificación sustantiva; y el delito de Homicidio se encuentra excluido del catálogo de posibilidades a las cuales hace expresa mención el tercer inciso del artículo 1º de la Ley 750 de 2002 en cuanto hace a la posibilidad para un padre de familia.

Siendo así, lo único que corresponde definir ahora es si lo dispuesto por la a quo en el sentido de que por el hecho de encontrarse en este momento con detención domiciliaria, continúe en ella a la espera de que: “se establezca si en algún centro de reclusión se ha creado un pabellón especial para enfermos mentales o en subsidio se ordenará al sistema general de seguridad social en salud, con el fin de que asigne el lugar o centro de rehabilitación de salud mental autorizado en que debe permanecer el sancionado de conformidad con el artículo 466 de la Ley 906 de 2004”.

Esa conclusión de la Juez de primer grado en este tópico es, a juicio del Tribunal totalmente desfasada de la legalidad. Basta decir que:

- En su sentencia dijo textualmente: “A ese conocimiento se llega por cuanto, se insiste, no queda duda a que -sic- el acusado fue el autor del hecho y lo cometió en estado de pleno conocimiento y autodeterminación”. Lo anterior significa, que le dio validez al dictamen pericial y lo declaró persona imputable, misma razón para haberle impuesto una pena privativa de la libertad previa demostración de su culpabilidad. 
- No se entiende, por tanto, que termine su fallo dándole aplicación al artículo 466 de la Ley 906 de 2004, norma que está taxativamente elaborada para la internación de persona inimputables, no para los imputables como se concluye lo es VERA TABORDA.

- Las normas potencialmente aplicables al caso controvertido, si es que se piensa en dar realce a su condición de inferioridad síquica derivado del trastorno bipolar afectivo, que como se sabe no es una enfermedad permanente sino cíclica, la cual en su mayor período corresponde a una fase intercrítica o de normalidad, serían: i)- El artículo 68 del Código Penal vigente, que se refiere a la reclusión domiciliaria u hospitalaria por enfermedad muy grave, para el cual se exige que esa enfermedad sea: “incompatible con la vida en reclusión formal”, además, que: “medie concepto de médico legista especializado”; adicionalmente: “el juez ordenará exámenes periódicos al sentenciado a fin de determinar si la situación que dio lugar a la concesión de la medida persiste” y en caso de tornarse en compatible con la vida en prisión, la medida debe revocarse; ii)- El artículo 314.4 en armonía con el 461 de la Ley 906/04 acerca de la sustitución de la pena, lo cual ocurre, cuando y únicamente cuando: “estuviere en estado grave por enfermedad, previo dictamen de médicos oficiales”; y iii)- El artículo 139 de la Ley 65 de 1993, Código Penitenciario y Carcelario, el cual trata de los “permisos excepcionales” para salir del centro de reclusión, por un término máximo de 24 horas más las distancias y en el momento en que se demuestre una grave enfermedad.

Como vemos, el conjunto de normas citadas de diferentes estatutos, todos ellos aplicables a la situación concreta, exigen en común un requisito ineludible: que exista previo concepto médico legal en el sentido que actualmente el interno posee una enfermedad muy grave abiertamente incompatible con su vida en reclusión formal. Si ello no se da, como en efecto no se ha dado en el caso que nos concita, la privación de la libertad según la pena dispuesta en la sentencia, debe cumplirse inexorablemente.

Por lo dicho, se revocará lo dispuesto en tal sentido por la señora Juez de primera instancia y en su lugar se ordenará que el sentenciado sea conducido a un centro carcelario y penitenciario para que purgue la pena de prisión impuesta; lo dicho, sin perjuicio que, previa valoración médico legal, se establezca su imposibilidad de permanecer en reclusión y haya lugar a una determinación diferente.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia objeto de revisión en cuanto a ser de carácter condenatorio, pero la MODIFICA en lo siguiente: i)- El delito por el cual se condena al señor EDWIN ANTONIO VERA TABORDA, es el de HOMICIDIO simple voluntario en la persona de HÉCTOR IVÁN VÁSQUEZ GÓMEZ; ii)- La pena que corresponde purgar será la de diecisiete (17) años, ocho (8) meses, cuatro (4) días de prisión, e igual tiempo para la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas; y se REVOCA en lo atinente a la gracia concedida para permanecer en su domicilio, en su lugar, se dispone que el sentenciado VERA TABORDA sea conducido a un centro carcelario y penitenciario para que purgue la pena de prisión impuesta; lo dicho, sin perjuicio que, previa valoración médico legal, se establezca su imposibilidad de permanecer en reclusión y haya lugar a una determinación diferente.

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

  MARIA MERCEDES LÓPEZ MORA

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
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